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El 5 de mayo de 2021 se ha publicado en el BOE el Real Decreto-ley 8/2021, 
de 4 de mayo, por el que se adoptan medidas urgentes en el orden sanitario, 
social y jurisdiccional, a aplicar tras la finalización de la vigencia del estado de 
alarma declarado por el Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre, por el que 
se declara el estado de alarma para contener la propagación de infecciones 
causadas por el SARS-CoV-2. 

El presente real decreto-ley entrará en vigor el día 9 de mayo de 2021, 
conteniendo una serie de medidas que señalamos a continuación. 
 

Contexto normativo 

El pasado 25 de octubre de 2020 entró en vigor el Real Decreto 926/2020, de 
25 de octubre, por el que se declara el estado de alarma para contener la 
propagación de infecciones causadas por el SARS-CoV-2. La vigencia de dicho 
estado de alarma fue prorrogada hasta las 00:00 horas del día 9 de mayo de 
2021 en virtud del Real Decreto 956/2020, de 3 de noviembre, por el que se 
prorroga el estado de alarma. 

Durante la vigencia y prórroga del estado de alarma se han 
adoptado numerosas medidas al amparo del mismo por las autoridades 
competentes delegadas, cuya vigencia decaerá en el mismo momento 
de expiración de la prórroga del estado de alarma. No obstante, la mayoría de 
dichas medidas pueden articularse, en caso de necesidad, en el marco definido 
por la Ley Orgánica 3/1986, de 14 de abril, de Medidas Especiales en Materia 
de Salud Pública, y por la Ley 33/2011, de 4 de octubre, General de Salud 
Pública; quedando sujetas al control jurisdiccional ordinario. 

En consecuencia, se considera que la legislación sanitaria citada, unida a las 
previsiones contenidas en el resto de la normativa sanitaria, con las 
modificaciones puntuales introducidas en el presente real decreto-ley, 
constituyen un marco jurídico suficiente y adecuado para dar respuesta a la 
situación de crisis sanitaria en las actuales circunstancias epidemiológicas y de 
control de la enfermedad. 
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Pero la pandemia ocasionada por el SARS-CoV-2 no sólo ha sido causa de 
una crisis sanitaria, sino que ha provocado una profunda crisis global, 
económica y social, que también ha golpeado a nuestro país. Por ello, desde el 
principio de la pandemia se han adoptado otras medidas en distintos ámbitos, 
más allá del estrictamente sanitario, en particular de carácter económico y 
social, cuya eficacia ha sido condicionada al tiempo durante el que esté vigente 
el estado de alarma, que también perderán su eficacia el 9 de mayo. 
 

Objetivos 

A este respecto, el presente real decreto-ley contiene, en relación con 
la situación sanitaria, regulaciones puntuales que afectan, por una parte 
al régimen de autorización o ratificación judicial de las medidas que hayan de 
adoptarse en aplicación de la legislación citada cuando impliquen limitación o 
restricción de derechos fundamentales o cuando sus destinatarios no estén 
identificados individualmente. Y por otra, estableciendo medidas de control 
sanitario de los pasajeros internacionales para prevenir la introducción de 
vectores de infección por el SARS-CoV-2 y sus variantes. 

A su vez, se hace necesario y urgente prorrogar la eficacia temporal de algunas 
de estas medidas mientras subsistan los efectos negativos de la pandemia, con 
independencia del fin de la vigencia del estado de alarma, así como adaptar 
determinadas situaciones jurídicas que se verán afectadas por la finalización de 
la vigencia del estado de alarma. 
 

Principales novedades 

Medidas urgentes en el ámbito sanitario 

Se establecen una serie de medidas urgentes en el ámbito sanitario, relativas 
al control sanitario de los pasajeros internacionales. 

El objeto de estas medidas es que, manteniendo los niveles de seguridad en 
los controles que se realizan a las personas que llegan a España, 
especialmente a las que proceden de países de riesgo, estos se realicen de la 
forma más ágil posible para que interfieran lo menos posible en las dinámicas 
aeroportuarias y portuarias. 

Para ello se ha evolucionado el sistema de información Spain Travel Health-
SpTH que permitirá la gestión de la verificación de los certificados digitales que 
se puedan habilitar en el marco de la Unión Europea, permitirá mejorar la 
gestión de los flujos de los pasajeros mediante las comprobaciones realizadas 
previas al viaje y facilitará la localización de los viajeros sobre los que haya que 
adoptar medidas adicionales a la llegada para disminuir el riego de importación 
de casos. 



Todo ello permitirá elevar el grado de seguridad y confianza de los viajeros, 
limitando así mismo el riesgo de trasmisión del COVID-19 vinculado a los 
movimientos internacionales. 
 

Medidas extraordinarias aplicables a las juntas de propietarios de las 
comunidades en régimen de propiedad horizontal 

En dichas comunidades no se están desarrollando las reuniones de 
propietarios dadas las limitaciones que se han impuesto a su celebración 
presencial a causa del COVID-19, y las dudas existentes sobre la posibilidad 
de adoptar acuerdos de manera telemática, ya que la Ley 49/1960, de 21 de 
julio, sobre propiedad horizontal, omite la posibilidad de desarrollar las 
reuniones de forma telemática. 

De esta manera, para paliar esta situación, se suspende hasta el 31 de 
diciembre de 2021 la obligación de convocar y celebrar la junta de 
propietarios en las comunidades sujetas al régimen de propiedad horizontal, así 
como las obligaciones de aprobar el plan de ingresos y gastos previsibles, las 
cuentas correspondientes y el presupuesto anual. Durante el mismo período, o 
hasta la celebración de la junta correspondiente, se entenderán prorrogados el 
último presupuesto anual aprobado y los nombramientos de los órganos de 
gobierno. 

En segundo lugar, se permite que la junta de propietarios pueda celebrarse por 
videoconferencia o por conferencia telefónica múltiple, siempre que todos los 
propietarios dispongan de los medios necesarios, lo que será comprobado por 
el administrador con antelación a la junta; y si el secretario reconoce la 
identidad de los propietarios asistentes a la junta y así lo exprese en el acta. 
Además, en este supuesto, será también posible la adopción de acuerdo sin 
celebración de junta mediante la emisión de voto por correo postal o 
comunicación telemática. 
 

 

Medidas extraordinarias aplicables a situaciones de vulnerabilidad económica y 
social 

En primer lugar, se amplía hasta el 9 de agosto de 2021 la garantía de 
suministro de agua, electricidad y gas natural a los consumidores vulnerables, 
prevista en la disposición adicional cuarta del Real Decreto-ley 37/2020, de 22 
de diciembre, y que estaba condicionada a la vigencia del actual estado de 
alarma 

Adicionalmente, el artículo 5 configura una nueva categorización de 
consumidor vulnerable, a los efectos de la percepción del bono social de 
electricidad y la protección especial frente a la interrupción del suministro, 
extendiendo esa condición de consumidor vulnerable hasta el 9 de agosto de 
2021. 
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De esta manera, en primer lugar, mediante el artículo 7 se amplía hasta el día 9 
de agosto de 2021 la suspensión de los procedimientos y lanzamientos de 
vivienda en situaciones de vulnerabilidad, en los supuestos y de acuerdo con 
los trámites ya establecidos. 

Asimismo, dicho artículo amplía la posibilidad de aplicar una prórroga 
extraordinaria del plazo del contrato de arrendamiento por un periodo máximo 
de seis meses, durante los cuales se seguirán aplicando los términos y 
condiciones establecidos para el contrato en vigor, siempre que no se hubiese 
llegado a un acuerdo distinto entre las partes, a aquellos contratos cuyo 
vencimiento estuviese establecido entre el 9 de mayo y el 9 de agosto de 2021. 

También se extiende, hasta el 9 de agosto de 2021, la posibilidad de solicitar la 
moratoria o condonación parcial de la renta, cuando el arrendador sea una 
empresa o entidad pública de vivienda o un gran tenedor, en los términos 
establecidos en dicho real decreto-ley; y se amplían por ese mismo periodo los 
contratos de arrendamiento de vivienda que pueden acogerse a la prórroga 
extraordinaria de seis meses, en los mismos términos y condiciones del 
contrato en vigor. 

Por su parte, el artículo 8 extiende el plazo hasta el 9 de septiembre de 2021 
durante el que los arrendadores y titulares de la vivienda afectados por la 
suspensión extraordinaria prevista en el citado Real Decreto-ley 11/2020, de 31 
de marzo, podrán presentar la solicitud de compensación prevista en 
la disposición adicional segunda del Real Decreto-ley 37/2020, de 22 de 
diciembre, de medidas urgentes para hacer frente a las situaciones de 
vulnerabilidad social y económica en el ámbito de la vivienda y en materia de 
transportes. 
 

 

 

Medidas extraordinarias en materia de Violencia de Género 

Estas medidas permitirán garantizar los derechos de las víctimas y en particular 
del derecho a la asistencia social integral. De esta manera, los servicios 
públicos de información, asesoramiento, teleasistencia, asistencia social 
integral, acogida para víctimas de todas las formas de violencia contra las 
mujeres, incluidas las víctimas de trata con fines de explotación sexual y de 
explotación sexual, y el sistema de seguimiento por medios telemáticos en 
materia de violencia de género, deben tener la consideración de servicio 
esencial y esta consideración debe mantenerse tras la finalización de la 
vigencia del estado de alarma. 

El artículo 10 de este real decreto-ley modifica el artículo 8 de la Ley 1/2021, de 
24 de marzo, de medidas urgentes en materia de protección y asistencia a las 
víctimas de violencia de género, y establece que "Las comunidades autónomas 
y las entidades locales podrán destinar los fondos que les correspondan del 
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Pacto de Estado contra la Violencia de Género a poner en marcha todos 
los proyectos o programas preventivos y asistenciales que se recogen en esta 
Ley, así como cualquier otro que, en el contexto de las medidas de contención 
de la pandemia internacional ocasionada por la COVID-19 tenga como finalidad 
garantizar la prevención, protección y la atención frente a todas las formas de 
violencia contra las mujeres". 

Con la modificación que articula el artículo 10 se pretende desvincular esta 
previsión con la vigencia del estado de alarma, a fin de garantizar que las 
comunidades autónomas y las entidades locales puedan seguir utilizando los 
fondos del Pacto de Estado contra la Violencia de Género. 
 

Otras medidas extraordinarias de carácter socioeconómico 

La necesidad de personal sanitario continuará siendo una realidad en tanto se 
prolongue la situación de crisis sanitaria, independientemente de que se 
encuentre declarado el estado de alarma, por lo que resulta imprescindible 
facilitar a las administraciones públicas la contratación de dicho personal. Estos 
podrán compatibilizar la percepción de la pensión de jubilación hasta el 31 de 
diciembre de 2021 las y los profesionales que ejercen la medicina y la 
enfermería y que en virtud de nombramiento estatutario o contrato 
laboral, presten servicios tanto en centros sanitarios públicos como privados, 
con el objeto de llevar a cabo tareas dirigidas a la lucha contra el COVID, 
siempre que la incorporación al servicio activo derive de las autorizaciones 
acordadas por la autoridad sanitaria competente. 
 

 

Medidas extraordinarias en el orden jurisdiccional contencioso-administrativo 

Ante la expiración de la vigencia del estado de alarma, si las autoridades 
sanitarias deciden adoptar medidas restrictivas de derechos fundamentales, 
estas han de ser objeto de autorización o ratificación judicial, de acuerdo con lo 
previsto en la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-administrativa. 

A este respecto, el artículo 15 de este real decreto-ley introduce 
una modificación a la Ley 29/1998, de 13 de julio, al objeto de modificar la 
regulación del recurso de casación en el siguiente sentido: con esta reforma del 
recurso de casación se persigue el objetivo de posibilitar que la Sala de lo 
Contencioso-administrativo del Tribunal Supremo pueda entrar a conocer sobre 
los autos adoptados por las referidas Salas de los Tribunales Superiores de 
Justicia y de la Audiencia Nacional en esta materia y pueda, además, fijar 
doctrina legal, con intervención de las administraciones públicas autonómica y 
estatal, además de la del Ministerio Fiscal, sobre el alcance de la legislación 
sanitaria en relación con las limitaciones o restricciones de derechos 
fundamentales de los ciudadanos impuestas por las autoridades sanitarias, y 
todo ello en un plazo muy breve de tiempo, que es lo que requiere una 
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situación sanitaria tan grave y extraordinaria como la que obliga a esas 
autoridades a tener que adoptar esta clase de medidas y para la que no 
resultan eficaces los dilatados plazos que precisa el recurso de casación 
ordinario. 
 

Afectaciones normativas 

-Se modifica la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-administrativa de la siguiente manera: 

*Se añade un nuevo apartado 1 bis al artículo 87 

*Se modifica el apartado 2 del artículo 87 

*Se añade un nuevo artículo 87 ter 

*Se modifica el artículo 122 

-Quedan derogadas expresamente las siguientes disposiciones: 
 

a. El artículo 16 del Real Decreto-ley 7/2020, de 12 de marzo, por el que se 
adoptan medidas urgentes para responder al impacto económico del COVID-
19. 

b. El artículo 13 del Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas 
urgentes complementarias para apoyar la economía y el empleo. 

c. La disposición adicional sexta del Real Decreto-ley 23/2020, de 23 de junio, por 
el que se aprueban medidas en materia de energía y en otros ámbitos para la 
reactivación económica. 
 

Entrada en vigor 

El presente real decreto-ley entrará en vigor el día 9 de mayo de 2021. 
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